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EXPEDIENTE : 00018-2015-5-5001-SP-PE-01. 

ACUSADO : PEREZ DOCUMET LUIS AUGUSTO. 

DELITO : Desaparición forzada. 

AGRAVIADO  :  César Isaías Hilario Trucios. 

 
CERNA SALAZAR 

CALLATA VEGA 

LLERENA LEZAMA 
 

AUTO 
 
Lima, diez de julio 

del dos mil veintiséis 

  

  AUTOS, VISTOS y OÍDOS: Del ingreso N.°13498-2025; N.°6158-2026; 1709-

2026; y del debate en audiencia pública. Los jueces superiores integrantes de la Tercera 

Sala Penal Superior Nacional Liquidadora Transitoria de la Corte Superior Nacional de 

Justicia Penal Especializada, emiten la presente resolución, interviniendo como ponente el 

juez superior Llerena Lezama: 

ASUNTO 

Es materia de pronunciamiento la excepción de amnistía deducida por la defensa técnica 

del ciudadano LUIS AUGUSTO PEREZ DOCUMET, quien fue condenado como autor 

mediato por el delito contra la humanidad en su modalidad de desaparición forzada en 

agravio de César Isaías Hilario Trucios por los hechos que motivaron esta causa penal.  

ANTECEDENTES 

• El 15 de agosto de 2014 el Primer Juzgado Penal de Huancayo de la Corte 

Superior de Justicia de Junín, en mérito a la Formalización N.°006-2014-3era. 

FPP-HYO, apertura instrucción en vía de proceso ordinario contra Luis Augusto 

Pérez Documet como autor de la presunta comisión del delito Contra la 

Humanidad en la modalidad de Desaparición Forzada, en agravio de César Isaías 

Hilario Trucios, previsto y penado en el artículo 320° del Código Penal.  
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• El 21 de agosto de 2018 la Sala Penal Nacional resolvieron, en mérito al Dictamen 

Fiscal N.°12-18-2FSPN, haber mérito para pasar a juicio oral contra Luis Augusto 

Pérez Documet como el presunto autor del delito Contra la Humanidad en la 

modalidad de Desaparición Forzada, en agravio de César Isaías Hilario Trucios, 

previsto y penado en el artículo 320° del Código Penal. 

• El 10 de noviembre de 2021 la Corte Superior Nacional de Justicia Penal 

Especializada (Ex Sala Penal Nacional) condenó a Luis Augusto Pérez Documet 

como el presunto autor mediato del delito de Desaparición Forzada, previsto en el 

artículo 320° del Código Penal, en agravio de César Isaías Hilario Trucios a 

quince años de pena privativa de la libertad e inhabilitación por el mismo tiempo 

que dure la condena; estando el condenado en situación de no habido. 

PRIMERO: DE LA EXCEPCIÓN DE AMNISTÍA DEDUCIDA  

Del escrito presentado y del debate en audiencia, el recurrente fundamenta su excepción 

alegando lo siguiente: 

• El principio de legalidad es la base del Estado de Derecho, "Nadie será procesado 

ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente 

calificado en la ley de manera expresa e inequívoca como infracción punible".  

• Con relación a lo anterior, el derecho actual proviene de un pasado histórico, que 

con sus condiciones materiales determinó la existencia del derecho actual, 

derecho actual que se proyecta a futuro regulando conductas y condiciones 

materiales hacia adelante; por lo tanto, el derecho actual no puede aplicarse para 

atrás (principio de irretroactividad), el derecho actual no tiene efectos retroactivos, 

salvo la excepción en materia penal cuando favorezca al reo. 

• ¿Cómo ha sido posible que saltando todos estos principios nos encontremos en 

este proceso seguido contra mi patrocinado? Se acusó a mi patrocinado de haber 

sido autor mediato de la desaparición forzada de un ciudadano, hechos que datan 

del 7 de marzo de 1991 ¿En qué artículo del Código Penal de 1924 se encontraba 
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calificado, previsto y sancionado el delito de desaparición forzada? El delito de 

desaparición forzada se incorpora el 21 de marzo de 1998, vigente hacia adelante. 

• Por otro lado, el Estatuto de Roma fue aprobado el 15 de setiembre del 2021, pero 

entró en vigencia a partir del 1 de julio del año 2002, vigente hacia adelante, no 

retroactivamente; la Convención de imprescriptibilidad de los crímenes de guerra 

y los crímenes de lesa humanidad se aprobó el 11 de julio del 2003, vigente hacia 

adelante, no retroactivamente; y esta irretroactividad se condice con el artículo 28 

de la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados y el artículo 24 del 

Estatuto de Roma. 

• La desaparición se ha aplicado de manera retroactiva ¿Cómo ha sido posible que 

suceda eso? La única forma de lograr construir una serie de decisiones, porque 

vemos que en estos últimos tiempos ya existe una serie de decisiones sobre este 

particular, en varios casos que dan cuenta de una planificación estratégica de 

acción; estas decisiones contravienen a la razón, a la lógica, a la ley y solamente 

se puede construir a través de acrobacias y equilibrios pseudojurídicos ¿Cuáles son 

ellos? Básicamente el control de convencionalidad y el argumento falaz del ius 

cogens que deviene de la doctrina de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos; sin embargo, las fuentes del derecho son la ley, la doctrina, la 

jurisprudencia y la costumbre, en ese orden y solo cuando existen lagunas de ley. 

• El control de convencionalidad es una construcción de acrobacia sui generis. El 

fundamento 124 del Caso Almonacid Arellano Vs. Chile dice: “el Poder Judicial 

debe ejercer una especie de control de convencionalidad”, “especie”. Esto ha 

llevado a considerar a nivel de un fariseísmo pseudojurídico internacional, que 

esto significaría una suerte de subordinación de la Constitución y del control de 

constitucionalidad a los tratados internacionales. 

• Lo anterior viola el principio de soberanía de los países y la pirámide de Kelsen, la 

Constitución es la expresión de voluntad general abstracta convertida en voluntad 

concreta, y en mérito al artículo 54 de la Constitución los tratados celebrados por 

el Estado forman parte del derecho nacional; y por lo mismo, no se puede aplicar 
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un test de proporcionalidad porque ello solo se aplica cuando existe colisión de 

normas, es decir, una antinomia jurídica.  

• Para culminar, el derecho internacional es válido para un Estado en la medida que 

este lo reconozca como obligatorio, no es en consecuencia de un orden jurídico 

superior al derecho nacional; es necesario buscar en este derecho nacional la 

razón de validez del derecho internacional. Así cuando se habla de ius cogens, 

que incorpora conceptos y nociones metajurídicas y metafísicas, como el derecho 

a la verdad (existen 11 categorías de verdad), son nombres que la doctrina les ha 

dado pero no la convención, y en el presente caso se habla que no interesa que 

no haya estado vigente la ley en el momento de los hechos; sin embargo, por ius 

cogens, se tiene que aplicar como si fuera una norma superior a la Constitución 

porque la costumbre así lo determina ¿los delitos se crean por costumbre? Aquí lo 

que se ha estado haciendo permanentemente es vulnerar los principios de 

legalidad, irretroactividad, soberanía y la aplicación de la analogía para construir 

todo lo que hemos venido observando estos últimos años, y por todas estas 

razones, solicitamos se declare fundada en todos sus extremos la excepción de 

amnistía deducida a favor del recurrente. 

SEGUNDO: DE LA EXCEPCIÓN DE AMNISTÍA 

La excepción de amnistía es una institución objetiva regulada en el artículo 5 del Código 

de Procedimientos Penales y en artículo 78 inc. 1 del Código Penal como una causal de 

extinción de la acción penal. Esta excepción de naturaleza legislativa (competencia 

jurídico-constitucional del Congreso) puede ser deducida en cualquier estado del proceso; 

de ser declarada fundada, se extingue la acción penal (fenecimiento y archivo del 

proceso) y los hechos que originaron el proceso (derecho al olvido), por lo tanto, se 

cancelan todos los efectos penales, más no los civiles.  

Sobre el particular, el Tribunal Constitucional dentro de su sentencia contenida en el Exp. 

N.°679-2005-PA/TC dejó en claro lo siguiente:  

21. (…) la expedición de las leyes de amnistía constituye el ejercicio de una competencia 

jurídico-constitucional, su ejercicio se encuentra sujeto a límites constitucionales. Se trata 
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de una competencia constitucionalmente conferida al titular de la política de persecución 

criminal del Estado y cuyo ejercicio, por tanto, debe realizar dentro del marco de la 

Constitución Política del Estado. (énfasis agregado) 

Concordante con lo anterior, la amnistía no es una institución absoluta, está sujeta a 

límites (formales y materiales); siendo uno de estos, por no decir el principal, el respeto a 

la dignidad humana (artículo 1 de la Constitución) y el respeto a los derechos 

fundamentales que de ella emanan (principio de unidad).  

En ese contexto, la amnistía no puede ser interpretada de forma aislada y, por el contrario, 

se debe de garantizar que su ejercicio esté orientado a garantizar y proteger los derechos 

fundamentales, los cuales son interpretados conforme el artículo 55 y la cuarta disposición 

final y transitoria de la Constitución. 

TERCERO: CONSIDERACIONES DE LA SALA  

La institución de la amnistía es objetiva, por lo tanto, los argumentos que la sustentan 

deben ser objetivos y encaminados a subsumir la situación jurídica del recurrente en el 

supuesto contenido en la ley que otorga amnistía, en este caso la Ley N.°32419; sin 

embargo, este Colegiado advierte que la defensa del recurrente a lo largo de su recurso 

escrito, y de sus alegatos, desarrolla argumentos ajenos a lo que es materia de debate, esto 

es, sobre los hechos, sobre la calificación jurídica, sobre la condena ya ejecutoriada por la 

Corte Suprema (cosa juzgada), entre otros. En mérito a lo anterior, este Colegiado no 

valorará argumentos ajenos al recurso que nos convoca – excepción de amnistía. Por otro 

lado, se advierte que los argumentos que favorecen al recurrente los fundamenta su 

defensa únicamente en las conclusiones de su recurso escrito, y se cita textualmente:  

A. Con fecha 14 de agosto de 2025 se publicó en el diario oficial "El Peruano" la Ley 

N°32419, Ley que concede amnistía a los miembros de las Fuerzas Armadas, de la Policía 

Nacional del Perú y de los Comités de Autodefensa que participaron en la lucha contra el 

terrorismo entre los años 1980 y 2000. 

B. La Ley N°32419 ES PERFECTAMENTE CONSTITUCIONAL Y LEGÍTIMAMENTE JURÍDICA. 

Por ende, debe ser aplicada al presente caso, en cumplimiento de los artículos 38° y 51° 

de la Constitución Política del Perú. 
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C. La imputación formulada en contra de mi patrocinado, el Gnrl. EP (r) Luis Augusto PÉREZ 

DOCUMET, está directamente relacionada con mi participación en la lucha contra el 

terrorismo, llevada a cabo entre los años 1980 y 2000, período expresamente 

contemplado en la Ley N°32419. 

D. Conforme a lo establecido en la citada ley, el delito por el cual se investigó y procesó a mi 

defendido, el Gnrl. EP (r) Luis Augusto PÉREZ DOCUMET, no se encuentran entre las 

excepciones previstas en la Ley N°32419, es decir, no se ha tratado de un caso de 

terrorismo ni de corrupción de funcionarios. Por lo tanto, nos encontramos dentro del 

ámbito de aplicación de dicha ley al presente caso. 

E. En consecuencia, debe procederse conforme hemos solicitado en el objetivo del Petitorio 

de este Escrito. 

Así las cosas, este Colegiado dentro de su rol garantista, desarrollará los fundamentos que 

mejor favorezcan al recurrente para la aplicación de la citada ley.  

CUARTO: PRONUNCIAMIENTO DE LA SALA 

4.1.  Sobre la Ley N.°32419  

La Ley N.°32419 contempla dos supuestos de amnistía (artículo 1 y 2), 

diferenciando uno del otro por el estado de la causa (en trámite o con sentencia). Si 

bien el recurrente no invocó cuál es el supuesto del cual solicita su aplicación, el 

Colegiado atendiendo al estado de la causa y a que la amnistía extingue la acción 

penal y no la civil, concluye que el recurrente implícitamente solicita la aplicación 

del supuesto contenido en el artículo 2 de la Ley N.°32419. De manera concreta, el 

artículo 2 señala lo siguiente: 

Se concede amnistía de carácter humanitario a los adultos mayores de setenta 

años miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú, y a los 

que hayan sido integrantes de los Comités de Autodefensa, que cuenten con 

sentencia firme con calidad de cosa juzgada o se encuentren en trámite de 

ejecución de sentencia, con pena privativa de libertad efectiva o suspendida, por 

delitos derivados u originados con ocasión de su participación en la lucha contra 
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el terrorismo entre los años 1980 y 2000, siempre que no hayan sido condenados 

por delitos de terrorismo ni por delitos de corrupción de funcionarios. 

En otras palabras, este cuerpo normativo otorga amnistía – derecho al olvido – a 

cierto sector de la población que viene cumpliendo una sentencia por delitos 

derivados u originados con motivo de su participación en la lucha contra el 

terrorismo entre los años de 1980 y 2000. De dicha premisa legislativa se pueden 

extraer hasta cuatro requisitos para que proceda la amnistía; sin embargo, conforme 

el segundo considerando, corresponde analizar bajo el principio de unidad si aun 

cumpliéndose estos requisitos del artículo 2 Ley N.°32419, resulta aplicable o no la 

amnistía para el caso concreto – ciudadano condenado por el delito de desaparición 

forzada –, y si ello, vulnera o no el bloque de constitucionalidad. 

4.2.  Sobre el bloque de constitucionalidad  

La Constitución de 1979 mediante su decimosexta disposición general y transitoria 

otorgaba rango constitucional al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 

al Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 

las Naciones Unidas; y, a la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 

San José de Costa Rica. Por su parte, es la Constitución de 1993 que mediante su 

artículo 55 y su cuarta disposición final y transitoria que abarca de manera más 

amplia la aplicación de los tratados, dado que establece como directriz que los 

derechos reconocidos en la Constitución se deben de interpretar de conformidad 

con los tratados y acuerdos internacionales ratificados por el Estado peruano. Así, la 

doctrina y la jurisprudencia denominan al artículo 55 y la cuarta disposición final y 

transitoria de la Constitución como el "bloque de constitucionalidad". 

Con base en lo precedente, se disgrega lo siguiente:   

• El Estado peruano con fecha del 28 de marzo de 1978 ratificó el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en adelante PIDCP); sin 

embargo, depositó el instrumento con fecha 28 de abril de 1978, por lo que, 

surte efectos desde el 28 de julio de 1978.    
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• El Estado peruano con fecha 12 de julio de 1978 se adhirió y ratificó a la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante CADH), 

depositando el instrumento con fecha 28 de julio de 1978. 

Por lo tanto, conforme al bloque de constitucionalidad, los derechos reconocidos en 

la Constitución se interpretan de conformidad con el PIDCP y la CADH. Y sobre los 

alcances de la CADH, se precisa lo siguiente:    

• El Estado peruano con fecha 21 de enero de 1981 reconoció la competencia 

de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (de conformidad con 

el artículo 45 de la CADH) y reconoció la competencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte IDH). 

Lo anterior no es un hito menor, por cuanto el Estado al haber reconocido dentro de 

su ejercicio de la soberanía la competencia de la Corte IDH, obligó a todos sus 

órganos vinculados a la administración de justicia – incluido los jueces – al estricto 

cumplimiento de los fallos de la Corte IDH, de conformidad con el artículo 67 de la 

CADH: “El fallo de la Corte será definitivo e inapelable”; y, con el artículo 68.1 de 

la CADH: “Los Estados partes en la Convención se comprometen a cumplir la 

decisión de la Corte en todo caso en que sean partes”.  

Al respecto, resulta menester resaltar que el cumplimiento de los fallos de la Corte 

IDH no se agota únicamente sobre el Estado que ha sido parte en un caso sometido 

a la jurisdicción de la Corte IDH (res judicata), sino que, el fallo a su vez surte 

efecto vinculante a todos los Estados parte de la CADH, por constituir la Corte IDH 

último intérprete de la CADH (res interpretata). 

En suma, el ordenamiento jurídico interno se encuentra armonizado con el derecho 

internacional de los derechos humanos, obligando a todos a los órganos vinculados 

a la administración de justicia – incluidos los jueces – a aplicar e interpretar las 

normas nacionales conforme a los instrumentos internacionales de los que el Perú 

es parte (incluido la CADH) y de conformidad con los fallos de la Corte IDH (res 

judicata y res interpretata). 
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4.3.  Sobre la amnistía al caso en concreto 

El recurso que nos convoca incide sobre un caso de desaparición forzada, lo que 

merece un tratamiento diferenciado puesto que se trata de un delito grave, 

pluriofensivo (vulnera diversos derechos reconocidos en nuestra Constitución y en 

la CADH), de naturaleza permanente o continuada en tanto y en cuanto no se 

conozca el paradero o destino de la víctima desaparecida1.  

Al respecto, la Corte IDH a lo largo de los años ha emitidos vastos fallos sólidos y 

congruentes sobre el delito de desaparición forzada y sobre las disposiciones de 

amnistía, resaltándose los siguientes:  

• Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras: La Corte IDH recalcó que los 

Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los 

derechos reconocidos por la Convención (fundamento 166). 

• Caso Gelman Vs. Uruguay: La Corte IDH reconoció de manera expresa que 

la práctica de desaparición forzada implica un craso abandono de los 

principios esenciales en que se fundamenta el Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos, y que, su prohibición ha alcanzado el carácter de ius 

cogens (fundamento 75). 

• Caso Barrios Altos Vs. Perú: La Corte IDH determinó que las disposiciones 

de amnistía, excluyentes de responsabilidad o disposiciones que impidan la 

investigación y sanción de los responsables de graves violaciones de 

Derechos Humanos, como la desaparición forzada, son inadmisibles y 

carecen de efectos jurídicos (fundamento 41). 

Consecuentemente, el delito de desaparición forzada está protegido por su categoría 

de ius cogens, y ninguna disposición de orden interno que la contravenga resulta 

 
1 Concordante con el art. III de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 

Personas, ratificado por el Perú el 22 de enero del 2002; ratificado por el Tribunal Constitucional 

en el EXP. 06435-2013-PHT/TC, fundamento 16; y, por la Corte Suprema en el Recurso de Nulidad 

N.º614-2022. 



         

 
CORTE SUPERIOR NACIONAL DE JUSTICIA PENAL ESPECIALIZADA 

 TERCERA SALA PENAL SUPERIOR NACIONAL LIQUIDADORA TRANSITORIA 
(Av. Tacna N° 734, Cercado de Lima; Telf. 4101010 – Anexo 15675) 

Página 10 de 15 

aplicable, dentro de ellas, la excepción de amnistía contenida en la Ley N.°324192. 

En este escenario, esta Superior Sala en ejercicio de su deber constitucional, 

advierte que existe colisión directa e insalvable entre la Ley N.°32419 y las 

obligaciones internacionales asumidas por el Estado peruano en materia de 

derechos humanos (tratados internacionales y fallos de la Corte IDH). Evidenciando 

dicha incompatibilidad en los siguientes aspectos: 

• Inexistencia de interpretación conforme: No es posible una interpretación 

que haga compatible la Ley N.°32419 con la Constitución y con el bloque 

de constitucionalidad para el caso en concreto, pues su aplicación 

generaría impunidad al extinguir una condena ejecutoriada sobre un delito 

de desaparición forzosa (delito pluriofensivo), respecto del cual la amnistía 

está expresamente prohibida por mandato constitucional y supranacional. 

Por lo tanto, la incompatibilidad es manifiesta e insalvable. 

 

• Juicio de ponderación: El derecho de las víctimas a la verdad, la justicia y 

la reparación, así como la obligación del Estado de investigar, juzgar y 

sancionar los crímenes de lesa humanidad y las graves violaciones de 

derechos humanos (como lo es la desaparición forzada), prevalecen de 

manera absoluta frente a la aplicación de una norma que generaría 

impunidad para el caso en concreto. Bajo este juicio, se vulneran derechos 

fundamentales y principios esenciales del orden constitucional. 

 

• Incumplimiento de obligaciones internacionales: El Estado peruano al 

ratificar la CADH y el PIDCP asumió el compromiso de garantizar los 

derechos humanos y sancionar sus graves violaciones; en igual sentido, al 

reconocer en ejercicio de su soberanía la competencia de la Corte IDH, se 

obligó al cumplimiento de sus fallos. Dentro de ese contexto, se enfatiza 

que la Corte IDH ha establecido reiteradamente que las leyes de amnistía u 

otros mecanismos que impidan la investigación, juzgamiento y sanción de 

 
2 Concordante con el art. IX de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 

Personas  
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graves violaciones de derechos humanos son incompatibles con la CADH. 

En efecto, la Ley N.°32419 constituye precisamente un obstáculo de esa 

naturaleza. 

 

• Contradicción con la Constitución: La Ley N.°32419 limita las 

obligaciones internacionales asumidas por el Estado peruano y vulnera el 

bloque de constitucionalidad, el cual establece el deber de interpretar los 

derechos fundamentales de conformidad con los tratados internacionales 

sobre derechos humanos ratificados por el Estado peruano. Por tanto, 

como dichos tratados prohíben expresamente la amnistía respecto de los 

crímenes de lesa humanidad y de las graves violaciones de los derechos 

humanos (como lo es la desaparición forzada), toda norma que pretenda 

otorgar o declarar la amnistía es manifiestamente inconstitucional, por 

contravenir el bloque de constitucionalidad y los principios de supremacía 

constitucional y de respeto a los derechos humanos. 

Por todo ello, la Ley N.°32419 constituye un manifiesto obstáculo a las 

obligaciones internacionales del Estado peruano frente a su deber de investigar, 

juzgar y sancionar las graves violaciones a los derechos humanos, como lo es el 

delito de desaparición forzada. 

4.4.  Del control difuso, del control concentrado y del control de convencionalidad  

Nuestro ordenamiento constitucional contempla dos tipos de control de 

constitucionalidad: el control difuso y el control concentrado. El control difuso, 

regulado en el artículo 138°, segundo párrafo, de la Constitución Política del Perú, 

establece lo siguiente: “La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se 

ejerce por el poder judicial a través de sus órganos jerárquicos con arreglo a la 

constitución y a las leyes”. En todo proceso, de existir incompatibilidad entre una 

norma constitucional y una norma legal, los jueces prefieren la primera. Igualmente, 

prefieren la norma legal sobre otra norma de rango inferior.   
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Por su parte, el control concentrado es otra forma de control, regulado en el artículo 

204 de la Constitución que establece: “La sentencia del Tribunal que declara la 

inconstitucionalidad de una norma se publica en el diario oficial. Al día siguiente 

de su publicación dicha norma queda sin efecto”. 

Otra forma de control es el denominado control de convencionalidad, previsto de 

manera implícita en el artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. Este control ha sido desarrollado principalmente a través del fallo de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Almonacid Arellano Vs. 

Chile un precedente fundamental, en el cual se reconoce y consolida el control de 

convencionalidad, señalando lo siguiente: 

La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio 

de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el 

ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado 

internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato 

del Estado, también están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los 

efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la 

aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de 

efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie de 

“control de convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican en 

los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta 

tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino 

también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, 

intérprete última de la Convención Americana. (Fundamento 124) 

Concordante con lo anterior, y por si quedara algún atisbo de duda por la expresión 

“especie de control de convencionalidad”, la Corte IDH en su Resolución de 

Supervisión de Cumplimiento de Sentencia en el Caso Gelman Vs. Uruguay (20 de 

marzo de 2013) desarrolla que lo siguiente:  

69. (…) por el solo hecho de ser Parte en la Convención Americana, todas sus 

autoridades públicas y todos sus órganos, incluidas las instancias democráticas, 

jueces y demás órganos vinculados a la administración de justicia en todos los 

niveles, están obligados por el tratado, por lo cual deben ejercer, en el marco de 
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sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, 

un control de convencionalidad tanto en la emisión y aplicación de normas, en 

cuanto a su validez y compatibilidad con la Convención, como en la 

determinación, juzgamiento y resolución de situaciones particulares y casos 

concretos, teniendo en cuenta el propio tratado y, según corresponda, los 

precedentes o lineamientos jurisprudenciales de la Corte Interamericana.  

En suma, la aplicación del control difuso o del control de convencionalidad no 

implica la anulación general de una ley, sino su inaplicación al caso concreto con el 

propósito de garantizar la vigencia efectiva de los derechos y de los principios 

consagrados en la Constitución y en los tratados internacionales de derechos 

humanos; de esta manera, el control difuso y el control de convencionalidad 

constituyen herramientas esenciales para garantizar la supremacía de los derechos 

fundamentales y asegurar que las decisiones judiciales sean coherentes con los 

compromisos internacionales asumidos por el Estado peruano.  

4.5. Sobre el parámetro del control de convencionalidad 

El parámetro del control de convencionalidad no se agota en el texto de la CADH, 

sino que se extiende a la interpretación que del mismo ha hecho la Corte IDH3. A 

su vez, esta interpretación que hace la Corte IDH no solo se limita a las contenidas 

dentro del ejercicio de su competencia contenciosa, sino que, se extiende sobre lo 

que esta señale en el ejercicio de su competencia no contenciosa o consultiva, por 

cuanto estas también están encaminadas a la protección de los derechos 

fundamentales.  

Lo anterior constituye una suerte de guía preventiva fundamental para evitar 

vulneraciones de los derechos humanos que goza de eficacia vinculante para todos 

los órganos del Estado4 – incluidos los jueces. 

 
3 Sentencia de la Corte IDH en el Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México: “(…) los jueces y órganos vinculados a la 

administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la 

Corte Interamericana, intérprete última de la Convención Americana” (Fundamento 225) 
4 Opinión Consultiva OC-21/14 de la Corte IDH, solicitada por la República Argentina, la República Federativa de Brasil, la Epública 

del Paraguay y la República Oriental del Uruguay: 

(…) cuando un Estado es parte de un tratado internacional, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos, dicho tratado 

obliga a todos sus órganos, incluidos los poderes judicial y legislativo, por lo que la violación por parte de alguno de dichos órganos 
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4.6.  Sobre la obligatoriedad del control de convencionalidad ex officio 

El ejercicio del control de convencionalidad no es una facultad discrecional, es una 

obligación ineludible que debe realizarse ex officio por todos órganos vinculados a 

la administración de justicia – incluidos los jueces. Esta obligación encuentra 

sustento en no vaciar de contenido las disposiciones de la CADH, o que estas se 

vean mermadas por la aplicación de leyes o disposiciones administrativas de 

derecho interno contrarias a su objeto y fin, como lo sería en este caso, la 

aplicación de la amnistía a un caso de desaparición forzada. 

A su vez, esta obligación deriva del cumplimiento del principio pacta sunt 

servanda, por cuanto el Estado peruano no puede desacatar o acatar parcialmente 

sus obligaciones internacionales, sino que, debe cumplirlas de buena fe5. No se 

puede invocar disposiciones de su derecho interno, como la amnistía, para justificar 

el incumplimiento de sentencias internacionales o deberes de protección de 

derechos humanos (artículos 1.1, 2 y 29 de la CADH). 

4.7.   Conclusión del juicio de convencionalidad 

Por todo lo desarrollado, la aplicación del control de convencionalidad por los 

jueces nacionales no obedece a una “planificación estratégica de acción” ni 

constituye “una construcción de acrobacia sui generis” como lo plantea la defensa 

del recurrente, y tampoco obedece a un criterio aislado. La aplicación del control 

de convencionalidad es una obligación ineludible que deriva del bloque de 

constitucionalidad al haber el Estado peruano ratificado instrumentos 

internacionales de los cuales hoy es parte; y por los cuales el Estado peruano 

vincula a todos sus órganos que administran justicia – incluidos los jueces.  

En otras palabras, las obligaciones internacionales asumidas por el Estado peruano 

sustraen de efectos jurídicos las disposiciones o normas que mermen o que hagan 

 
genera responsabilidad internacional para aquél. Es por tal razón que estima necesario que los diversos órganos del Estado realicen el 

correspondiente control de convencionalidad, también sobre la base de lo que señale en ejercicio de su competencia no contenciosa o 

consultiva, la que innegablemente comparte con su competencia contenciosa el propósito del sistema interamericano de derechos 

humanos, cual es, “la protección de los derechos fundamentales de los seres humanos (Fundamento 31) 
5 Fundamentos 59 y siguientes de la resolución de la Corte IDH de Supervisión de Cumplimiento de Sentencia en el Caso Gelman 

Vs. Uruguay; y, artículos 26 y 27 de Convención de Viena Sobre el Derecho de Los Tratados. 



         

 
CORTE SUPERIOR NACIONAL DE JUSTICIA PENAL ESPECIALIZADA 

 TERCERA SALA PENAL SUPERIOR NACIONAL LIQUIDADORA TRANSITORIA 
(Av. Tacna N° 734, Cercado de Lima; Telf. 4101010 – Anexo 15675) 

Página 15 de 15 

ilusorio el cumplimiento de las obligaciones internacionales, o que autoricen actos 

de impunidad que han sido declarados inconstitucionales e inconvencionales por la 

jurisprudencia reiterada (Corte IDH, Caso Gelman Vs. Uruguay, fundamento 239). 

Por estas consideraciones, esta Superior Sala en ejercicio de su deber constitucional, 

atendiendo a que la excepción de amnistía deducida resulta contraria con la 

naturaleza ius cogens del delito de desaparición forzada que motivó el presente 

proceso, este Colegiado advierte que existe colisión directa e insalvable entre la Ley 

N.°32419 con el bloque de constitucionalidad; con los principios y obligaciones 

internacionales asumidas por el Estado peruano en materia de derechos humanos; y, 

con los fallos con efectos vinculantes de la Corte IDH, resultando inaplicable la Ley 

N.°32419 para el caso en concreto. 

Por lo que, este Colegiado en uso de las atribuciones conferidas por los artículos 138 y 

139 inciso 2 de la Constitución, el artículo 1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los 

integrantes de esta Superior Sala, RESOLVIERON:   

I. INAPLICAR LA LEY N.°32419 POR CONTROL DIFUSO para el caso en concreto, 

por contravenir con el bloque de constitucionalidad.  

II. DECLARAR IMPROCEDENTE la excepción de amnistía formulada por el recurrente.  

III. NOTIFÍQUESE conforme a ley.  
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